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Recientemente se ha conocido el texto del Proyecto de Ley de Racionalización 
del Sector Público que contiene una reforma de la Ley del deporte del Estado de 
1990 para introducir la denominada “licencia deportiva única”. El Antecedente 
inmediato de dicha reforma deriva del Informe CORA en el que la cuestión de la 
licencia deportiva se incluyo, prácticamente desde el principio, en el marco de la 
Subcomisión que analiza las duplicidades y en la que se creó un buzón de 
sugerencias en la que los ciudadanos solicitaron que las licencias de caza y pesca 
– especialmente- fueran únicas para todo el territorio español. 
 
 
El texto ha producido una amplia polémica que conviene analizar con 
detenimiento. El estado embrionario del Proyecto permite que estas primeras 
impresiones tengan un carácter generalista y no entren en los detalles más 
específicos. 
 
La primera cuestión que, sin duda, se plantea es la relativa al título 
competencial del Estado para ordenar, incidir o determinar los efectos de una 
autorización administrativa cuando la misma deriva de la potestad delegada de 
una Administración Autonómica. Es evidente que, en este punto, la incidencia 
supraautonómica parte, en esencia, de la posibilidad de establecer estructuras 
de cooperación, coordinación y colaboración ex artículo 149.1.18. En el presente 
caso y en lo que se conoce el título competencial utilizado no opera sobre estos 
principios relacionales sino directamente sobre el título del deporte que para el 
Estado ha sido ciertamente endeble hasta la publicación de las STC 110/2012, de 
23 de mayo y 80/2012, de 18 de abril, en relación con las selecciones 
autonómicas y su actividad internacional. 
 
Estas sentencias admiten un cierto título competencial del Estado para la 
ordenación de su propia competición y para ordenar elementos de relación 
supraautonómico. Es cierto que la situación ha cambiado radicalmente en 
relación con los pronunciamientos previos y la situación de debilidad en la que 
estaba situada la Ley de 1990 se torna en un título de actuación que, no obstante 
lo anterior, debe cuidar las reglas de intervención. En el presente caso y 
teniendo en cuenta que la reforma no se sustenta en títulos más abiertos como 
la economía o la planificación económica (como ocurre en el Proyecto simétrico 
de la Garantía de la Unidad de Mercado) es evidente que su incidencia en títulos 
de ejercicios de derechos otorgados para un marco territorialmente limitado de 
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actuación y bajo la referencia de títulos administrativos (autorizaciones) exige, a 
nuestro juicio,  que la incidencia se produzca desde un título de relaciones 
interadministrativas que es lo que mínimamente legitima la incidencia en el 
ámbito competencial exclusivo de las Comunidades Autónomas. El Proyecto no 
menciona ningún título competencial adicional al de la propia norma sobre la 
que opera la reforma por lo que es claro que renuncia a la versión de relaciones 
interadministrativas. 
 
Optar por una reforma basada en el título competencial del deporte abre, sin 
duda, un frente en la determinación competencial de la responsabilidad de las 
Administraciones Públicas. 
 
Fuera de este planteamiento y centrándonos en la redacción literal de la reforma 
cabe plantearse algunas cuestiones adicionales: 
 

a) Formas de expedición  
 
El ahora conocido nuevo artículo 32.4 de la Ley del Deporte admite que la 
expedición de las licencias se produzca por un doble camino: la licencia 
autonómica y la licencia estatal. 
 
La característica común es que, una vez que se inscriben en el Registro de 
licencias de las Federaciones Españolas, permite o habilitan un ejercicio 
deportivo supraautonomíco y estatal y, viceversa. De esta forma una licencia 
autonómica inscrita habilita para participar en la competición estatal, 
autonómica de origen y autonómica de cualquier otra condición. 
Simétricamente una licencia estatal (se supone que, también, inscrita) habilita 
para la participación en la competición estatal y en la competición autonómica 
de cualquier clase y condición. 
 
En el nuevo artículo 32 la expedición de licencias “inscribibles” se remite al 
cumplimiento de los requisitos que se determinen reglamentariamente y al pago 
de una cantidad (que aprueba la correspondiente Federación Española) por las 
competencias que ésta realiza y que, una vez, observado el proyecto  parecen 
limitarse a la registración. 
 
En todo caso, la redacción actual no permite indicar que las Federaciones 
Españolas, cuando deciden expedir licencias, excluyan la competencia de las 
Federaciones autonómicas de expedir las suyas y, por tanto, registrarlas a los 
efectos de la supra- territorialidad y los efectos estatales.  
 
Esto nos permite señalar que el régimen se ha señalado es concurrente y con dos 
fuentes de producción combinadas y no excluyentes. Eso sí, las Federaciones 
Españolas podrían no expedir licencias y centrar su actividad en la mera 
registración de las licencias autonómicas. 
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Es cierto que la redacción exige algunos ajustes porque no prevé la 
compensación de las Federaciones Españolas a las autonómicas cuando sean las 
licencias estatales las que se utilicen en el ámbito autonómico.  Es probable que 
el legislador piense que como éstas no registran no perciben retribución alguna 
pero eso afecta al régimen económico del conjunto del sistema deportivo y 
habría que pensarlo seriamente por lo que podemos entender que se trata de un 
“ajuste técnico” precisado de reforma en el ámbito de la tramitación 
parlamentaria. 
 

b) Efectos 
 
La posibilidad de realizar una actividad deportiva en régimen de “comunidad 
única” y ambivalencia estatal plantea algunos problemas adicionales en el 
régimen del deporte ya que la licencia no solo es un título de participación (de 
acceso a una actividad) sino que cumple otras misiones en el conjunto de la 
relación jurídica deportiva. El régimen de ambivalencia territorial exige ajustes 
en el régimen electoral de las federaciones autonómicas y estatales, exige 
aclaraciones sobre la titularidad y alcance del régimen disciplinario, sobre el 
reconocimiento recíproco de sanciones, de inhabilitaciones, del régimen de 
aseguramiento que se vincula a la respectiva licencia, del régimen de 
titulaciones vinculado – igualmente- al tipo de licencia deportiva, en el régimen 
competencial de la Agencia Estatal de Protección de la Salud y el Dopaje  
(centrado en el marco de las licencias y vaciado o elevado a la totalidad por la 
aplicación práctica del principio. 
 
Finalmente cabe indicar que el deporte incluye competiciones en los que a veces 
predomina el resultado y, en otras, el puesto ocupado. Esto puede suponer una 
cierta alteración del régimen deportivo por la capacidad de búsqueda artificial 
de resultado fuera del sistema propio. 
 
Se trata de superar la concepción de la licencia como un instrumento de acceso a 
la actividad que es la perspectiva que subyace en el Informe CORA para centrar 
o matizar el conjunto de finalidades que la licencia tiene en el conjunto del 
sistema deportivo.  
 
Es cierto que la problemática es común y, probablemente, el mayor defecto 
operativo del Proyecto de Ley de Garantía de la Unidad de Mercado que 
mantiene un esquema parecido aunque fundado en títulos competenciales 
diferentes. El que incida sobre el acceso a la actividad y margine los aspectos de 
ejercicio de la propia actividad comporta un régimen aplicativo que exigirá 
muchos matices en relación con el régimen inspector, sancionador, 
inhabilitador, o, incluso, en las propias políticas de fomento público. 
 
El problema, siendo común, tiene algunas dificultades en el ámbito del deporte 
porque éste no refleja una visión personal y característica del que ejerce los 
derechos sino que en el deporte hay confluencia entre operadores (por utilizar 
las denominaciones económicas) y esta confluencia es, además, competitiva. No 
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incidir sobre los aspectos de desarrollo profesional produce una fractura de los 
efectos de las licencias que realmente afecta al conjunto del sistema deportivo – 
tanto el estatal como el autonómico- y eso difícilmente puede hacerse desde un 
título competencial como el utilizado. 
 
 
Estas consideraciones, muy de trazo grueso, nos llevan a considerar que el 
enfoque de la licencia deportiva centrado en la duplicidad como si se tratase de 
cualquier otro título de intervención en la esfera de la libertad de los ciudadanos 
para el ejercicio de actividades exige algún replanteamiento. De hecho la opción 
por el Proyecto de Ley de Racionalización del Sector Público y no por el de 
Garantía de Unidad de Mercado cuando tras la STS de 2 de abril de 2009 las 
relaciones deportivas son relaciones económicas demuestra que la liberalización 
de “la entrada” responde no a los criterios generales de la actividad económica 
sino a los exclusivos de la actividad administrativa y, como se declara en el 
Informe CORA, al intento de poner coto a las duplicidades. Si la licencia 
deportiva fuera, únicamente, un título de acceso a la actividad el objetivo podría 
conseguirse en la forma prevista pero si cumple otras funciones en el conjunto 
de la relación jurídico-deportiva que pueden considerarse esenciales, el enfoque 
de remoción de obstáculos al acceso a una actividad es, ciertamente, limitado en 
exceso. 
 
 
Madrid, noviembre de 2013
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